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			Lucía:


			A Emma, Thiago y Caleb, mis sobrinos siempre amados, para quienes deseo una Argentina creíble.


			Lourdes:


			A Tife, mi iaia, porque sé cuán orgullosa estarías de mí.


		




		

			INTRODUCCIÓN


			La ley del imputado colaborador, más comúnmente conocida como ley del arrepentido, cumplió tres años en nuestro país, y solo en seis meses una investigación sumó 31 arrepentidos, una cifra inédita para la justicia argentina en una causa por corrupción. Y se abre el sendero a una multiplicidad de preguntas.


			¿Se implementó bien la ley? ¿Hubo confesiones bajo coacción? ¿Se direccionaron algunos testimonios? ¿Se mandaron mensajes desde el poder político para que no hubiera arrepentidos en causas claves? ¿Cómo tomaron la decisión aquellos que buscaron acogerse a esta figura? 


			Estos interrogantes despiertan interés a la hora de contar la historia de los “arrepentidos” en diversas causas de corrupción. No solo nos interesa cómo cambiaron sus vidas actuales (muchos de ellos son monitoreados electrónicamente y ya no pueden ejercer sus respectivas profesiones), sino también conocer las instancias más ocultas de sus negociaciones con la Justicia, con sus abogados o defensores oficiales. 


			El proceso de confesar bajo una ley que permite mejorar la situación procesal en casos de corrupción y en muchas ocasiones obtener el beneficio de la libertad requirió un cambio de estrategia en muchos casos, planteos contradictorios en otros y el riesgo de perder todos los beneficios que proporciona el programa. 


			Los arrepentidos cuenta la historia del detrás de escena, el lado B de los testimonios que revelaron, en distintos gobiernos, el sistema enquistado de corrupción político-empresarial. También es la historia de cómo la Justicia reaccionó a las diferentes causas según el poder de turno y, en algunos casos, según la presión de los medios de comunicación.


			Como parte de las estructuras de poder, de las maniobras delictivas, de los hechos de corrupción, las voces de los arrepentidos nos invitan a conocer sus historias personales, a entender cómo se relacionaban con el poder político, cómo decidieron ser parte de distintas operaciones ilícitas, por qué solo denunciaron estos mecanismos al ver en riesgo su libertad, sin dejar de lado las presiones familiares para hablar y desnudar los beneficios económicos que supieron conseguir, pero que perderían a manos de la justicia.


			Los arrepentidos también abre la discusión sobre el funcionamiento y los intereses del poder político. ¿Fue este el principal interesado en no contar con esta herramienta por décadas para no correr riesgos ante presuntas denuncias de corrupción? ¿Es a su vez una norma que otros buscaron para acelerar las causas contra sus opositores? ¿Buscan todos, finalmente, impunidad? 


			Pero ampliemos la mirada. Delación premiada en Brasil, colaborador de la Justicia en Italia, arrepentido de la Justicia en Francia, testigo de la Corona en Costa Rica y Alemania, delación compensada en Chile, colaborador eficaz tanto en Panamá como en Perú y, recientemente, imputado colaborador en Argentina. La figura del arrepentido reúne posturas contrapuestas en el momento de analizar su implementación, como si se tratara de una suerte de premios y castigos. La discusión se centra en si este instrumento viene a subsanar falencias del propio sistema judicial frente a casos de corrupción que despiertan interés en la vida política o si se trata de una herramienta indispensable para desentrañar estructuras delictivas.


			Ante la explosión del Lava Jato, la mayor causa de corrupción de Brasil, la delación premiada adquirió un protagonismo inusitado, considerando que Estados Unidos cuenta con este sistema desde el año 1978. Argentina fue uno de los trece países donde la constructora Odebrecht admitió haber pagado sobornos para obtener contratos multimillonarios por parte del Estado. Entonces el Ejecutivo nacional, que vio cómo el dueño de la compañía se convirtió en un delator ante la justicia norteamericana primero y después en su propio país, tomó nota de esto y decidió impulsar el proyecto de ley que el Congreso sancionó el 19 de octubre de 2016.


			Dijo Mario Vargas Llosa: “Las ‘delaciones premiadas’ de Odebrecht abren una oportunidad soberbia a los países latinoamericanos para dar un gran escarmiento a los mandatarios y ministros corruptos de las frágiles democracias (…). Nada desmoraliza tanto a una sociedad como advertir que los gobernantes que llegaron al poder con los votos de las personas comunes y corrientes aprovecharon ese mandato para enriquecerse, pisoteando las leyes y envileciendo la democracia”. 


			La lucha contra la corrupción se volvió un eje, un vehículo y una suerte de bandera del gobierno de Mauricio Macri —de forma predominante ante falencias propias de su gestión—, que encontró eco en los Tribunales de Comodoro Py, donde el uso de la figura del arrepentido impulsó investigaciones contra la gestión anterior, algo que el kirchnerismo definió como una suerte de venganza y persecución política. Pero el propio presidente, en la apertura del año legislativo, sentenció: “Se volvió (la ley del arrepentido) una pieza clave para el avance de las causas judiciales”.


			Entonces la joven ley fue calificada por algunos como una herramienta fundamental y, por otros, como un método extorsivo. Pero ¿quiénes pierden y quiénes ganan con la figura del arrepentido? Según la definición jurídica, se trata de “la persona que dentro de un proceso penal brinda información o datos precisos comprobables y verosímiles que contribuyan a evitar o impedir el comienzo, la permanencia o consumación del delito, a esclarecer el hecho o a revelar la identidad o paradero de autores, instigadores o partícipes, todo ello a cambio de un beneficio”, como atenuar la pena y, en muchos casos, obtener la libertad.


			Las voces de algunos acusados en causas de corrupción hicieron temblar el establishment empresarial y a la dirigencia política. Aunque en una mirada profunda, y al escudriñar diversos casos, están quienes sostienen que la Justicia utiliza este sistema como un “canje de información a cambio de impunidad”.


			Como herramienta otorgada por el poder político, porque su letra, aprobación e implementación surge del debate en el Congreso de la Nación, este sistema abre un interrogante: ¿es producto de una anomalía de la Justicia argentina? Los arrepentidos conmovieron en 2018, pero si miramos la historia sin el amparo de una ley, hubo casos que contaron con testimonios claves que hoy podrían ser denominados “colaboradores” y que obtuvieron resultados disímiles en la Justicia.


			El recorrido laberíntico de algunas causas judiciales nos remite a un expediente que tardó cuarenta años en recibir una condena. La investigación sobre la organización y el funcionamiento de la Triple A (aquella fuerza paramilitar que operó durante el gobierno de Isabel Perón) contó, en 1975, con el testimonio de un exmilitar que se encontraba detenido en la cárcel de Devoto. Se trata de Salvador Horacio Paino. “Primero como testigo y después como imputado, el exmilitar admitió haber organizado (por orden de López Rega) esta asociación criminal que dio en llamarse Triple A”, expresa la jueza María Servini en 2016 en el fallo que condenó por asociación ilícita (junto con otros delitos) a cinco integrantes de esta organización. 


			Este testimonio ante la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados en 1975 abrió el telón sobre la Triple A. ¿Fue entonces una suerte de imputado colaborador en vista de la información aportada, que desnudó la génesis de aquel nefasto sistema?


			Durante el menemismo, la voz de un arrepentido hizo temblar el poder político. En la década de los 90, estalló uno de los mayores escándalos de corrupción: IBM-Banco Nación. 


			En 1998, Alfredo Aldaco, exdirector del Banco Nación, reconoció primero ante la sociedad y luego ante la justicia que no era inocente y decidió devolver todo el dinero que, producto de los sobornos, tenía depositado en cuentas en el extranjero. La suya es una historia de años de autocondena. Rechazaba incluso ser excarcelado. Su testimonio puso en jaque a Carlos Menem, a Domingo Caballo a y otros importantes funcionarios.


			Pensemos también en la causa conocida como la Mafia de Oro. Esta investigación tuvo sus vericuetos. En la justicia federal se abrió un expediente, mientras que en el fuero penal económico se realizaron nueve causas más. La última condena de estas se conoció en los primeros días de julio del 2019, veinticuatro años después de los hechos investigados. 


			Enrique Piana, dueño de una firma familiar con extensa trayectoria en la confección de medallas, fue uno de los principales acusados por asociación ilícita y defraudación a la administración pública, por una maniobra de 20 millones de pesos/dólares. Según la Justicia, que dictaminó su primera condena en 2006 (once años después del inicio del expediente), se montó una estructura empresarial para defraudar al Estado simulando cadenas comerciales que permitían el reintegro de impuestos que nunca habían ingresado a las arcas públicas.


			En 1997, cuando Piana realizaba un viaje a Estados Unidos con el fin de cobrar un seguro, quedó detenido por el delito del fraude bancario en ese país. El 21 agosto del mismo año realizó su primera confesión como colaborador eficaz ante los investigadores norteamericanos, un equipo que incluía al FBI. Fueron meses de reuniones en la cárcel para desentrañar maniobras de fraude bancario. Es decir, según nuestra terminología, fue un arrepentido. 


			Nuestro sistema penal no contaba con la figura del imputado colaborador en aquel entonces. Después de un pedido de extradición que nunca fue tratado en Estados Unidos, en 2002 el empresario regresó a nuestro país, ya con un acuerdo firmado con la justicia norteamericana, una condena y una morigeración de su prisión. Detenido en la sede de Gendarmería, decidió confesar ante el juez federal Jorge Ballestero. Su indagatoria duró seis meses por la cantidad de documentación que explicaba y los datos aportados. Pese a la información proporcionada no logró obtener ningún beneficio a causa de la inexistencia de la normativa. Fue condenado y sumó acusaciones en nueve expedientes más que se tramitaron en el fuero penal económico. Algunos lo consideran un “arrepentido”; otros solo creen que se trata de un acusado que explicó en detalle toda la maniobra que ya se investigaba y que salpicó a importantes funcionarios del gabinete menemista. En la actualidad, vive en Europa. Su vida cambió radicalmente, y dice que todo se debió a su proceso de arrepentimiento. Vive del arte colaborativo, debutó como director de cine y asegura que vive con 30 euros en el bolsillo, lejos de los trajes Armani y la costosa vida que supo llevar.


			El gobierno de Fernando de la Rúa sufrió un cimbronazo cuando desde el corazón del Congreso un testigo clave denunció lo que después en la Justicia se conoció como los sobornos en el Senado. El radical Mario Pontaquarto, quien entonces llevaba 19 años como secretario administrativo del Parlamento, reveló primero toda la maniobra ante un medio de comunicación con el que pactó un acuerdo económico para sacar a su familia del país, y después ante la Justicia. Allí contó el presunto pago de coimas por 5 millones de dólares aportados por la SIDE para que se aprobara la ley de flexibilización laboral. 


			La estructura denunciada incluía desde senadores propios y ajenos hasta el Servicio de Inteligencia del Estado (SIDE) y al ministro de Trabajo sin dejar exento a la máxima investidura del país. Tres jueces pasaron por la causa y, debido a la inexistencia de una ley que contemplara la figura del imputado colaborador, sus dichos fueron desacreditados diez años después, cuando el Tribunal Oral que los juzgó absolvió a todos los acusados “por considerar que no era posible probar ningún delito”. 


			Lejos de la política, Pontaquarto buscó reconstruir su vida familiar. Ya no guarda relación con el partido radical, que le dio origen a su vida partidaria. Fue testigo protegido durante muchos años, ya que temía represalias por su confesión. Asegura que se “liberó”, que se sacó “una mochila de encima”, pero admite haber “perdido todo”.


			La negociación como parte de la vida cotidiana se volvía, en la Justicia, algo inviable, ya que no se contaba con un instrumento legal. En el marco de una causa de corrupción, los jueces contaban con pocas herramientas para aplicar en aquellos casos en los que alguien, buscando evitar la cárcel y obtener una condena menor a la que le correspondía, se ofrecía a aportar información clave para la causa. Esto se vio en el caso Skanska, la primera gran denuncia por corrupción que impactó en el gobierno kirchnerista.


			En 2005, Adrián “Pichi” López —apoderado de la empresa Infinity Group (una usina de facturas truchas)— buscó, ante el juez en lo penal económico Javier López Biscayart, mejorar su situación procesal. Estaba imputado por asociación ilícita y se encontraba detenido. La única instancia fue confesar durante la indagatoria y aún explicando la maniobra terminó condenado a seis de prisión, pero hoy se encuentra prófugo. Sin embargo, en uno de esos hechos típicos de nuestro país, hace poco tiempo se cruzó en pleno microcentro porteño con uno de sus abogados. Se saludaron con sorpresa, se aseguraron que ambos se encontraban bien y, sin intercambiar más información, se despidieron. Continúa prófugo y posiblemente aún en Buenos Aires. 


			Así planteada, la historia de los arrepentidos pareciera exponer un inicio fallido: ¿surge la ley como un canje y no como una política criminal del Estado? Entonces nos encontramos con un testimonio como el del valijero Leonardo Fariña. Su confesión duró más de catorce horas y le aportó al juez Sebastián Casanello información determinante en la causa conocida como la ruta del dinero k. Si bien una parte de sus dichos fue desechada por el propio magistrado, ya que resultó imposible corroborar su veracidad, el aporte de Fariña expuso una estructura de lavado de dinero que impactó en el corazón del kirchnerismo. El principal acusado era Lázaro Báez, el socio comercial y amigo de Néstor y Cristina Kirchner, señalado como el testaferro del exmatrimonio presidencial.


			En abril de 2016, Fariña declaró como arrepentido bajo la vieja ley, que preveía la colaboración con la justicia en un universo restringido de delitos, como por ejemplo el de lavado de dinero. Seis meses después, el Congreso de la Nación sancionó la Ley del Imputado Colaborador (N° 27.304). Cuando el expediente que acusó a Báez de haber lavado 60 millones de dólares en tres años estaba por ser elevado a juicio oral, Fariña pidió obtener los beneficios de la nueva normativa, después de dar datos de movimientos bancarios, lugares de reuniones y nombres de financieras. El caudal de información lo condujo a convertirse en un testigo protegido. Hoy estudia abogacía, ya no sale de noche y tiene solo dos amigos que hizo en prisión. Cena con ellos todos los jueves. Vive custodiado y aún no logra recomponer el vínculo con su hijo de once años. 


			Algo distinto ocurrió con Alejandro Vandenbroele —acusado de ser testaferro de Amado Boudou—, quien pidió declarar bajo la figura del imputado colaborador el 15 de noviembre de 2017, cuando el juicio por la compraventa de la ex Calcográfica Ciccone había empezado un mes y medio atrás. La discusión jurídica se entabló en torno a la fecha. La normativa contempla la aceptación de la confesión hasta el inicio del debate oral. Vandenbroele lo hizo después, pero como existían otras causas relacionadas con la causa madre que aún se estaban investigando, su confesión fue homologada y utilizada. 


			Así, casi un año después, el Tribunal Oral Federal 4 condenó al exvicepresidente por cohecho y negociaciones incompatibles y lo detuvo en ese mismo acto. La confesión del arrepentido fue utilizada por las querellas y la fiscalía a la hora de solicitar las penas. El acuerdo con el juez Ariel Lijo y el fiscal Jorge Di Lello favoreció a Vandenbroele con la reducción de la pena. Pero los debates sobre el uso del testimonio de este imputado colaborador y además testigo protegido expusieron los grandes vacíos legales de este sistema y la diversidad de interpretaciones que habilita la normativa. En la actualidad, lejos de los negocios en la City, Vandenbroele busca imprimir normalidad a su vida, viviendo en un pequeño pueblo mendocino y recorriendo rutinariamente el camino que separa su casa de la de sus hijos


			Estos personajes hicieron mella en las estructuras de poder y desafiaron el sistema judicial cuando fueron en busca de nuevas pruebas y de poner en vigencia una legislación que, hasta hoy, no quedó exenta de la grieta política y social que vive la Argentina. Entonces, las voces se contraponen radicalmente al momento de valorar el uso y los beneficios de la Ley 27.304.


			El fútbol también tiene su capítulo. En mayo de 2015 estalló el escándalo conocido como el Fifagate, una caso que se tramitaba en la justicia norteamericana. Mientras se celebraba en Suiza el congreso de la FIFA para la renovación de sus autoridades, siete dirigentes fueron detenidos, por orden de la Justicia de Estados Unidos, en el lujoso hotel en que se hospedaban. Se los acusaba de fraude, crimen organizado y lavado de dinero. Entre los implicados se encontraba Alejandro Burzaco, un hombre millonario y poderoso ante la organización del fútbol mundial. Era el accionista y CEO de Torneos y Competencias, la productora y comercializadora de eventos deportivos más grande de América Latina.


			Permaneció trece días prófugo en Europa, en compañía de su abogado Mariano Mendilaharzu, quien le sugirió desde el primer momento que se entregara en Estados Unidos, dada la posibilidad de acogerse a la Ley de Delación Premiada que ese país tiene desde 1978. El empresario estuvo siempre monitoreado con tobillera electrónica y se reunía tres veces por semana con el fiscal del caso y personal del FBI. En esos encuentros, dio detalles de las maniobras que eran investigadas, y sus aportes permitieron armar con más exactitud el rompecabezas del mayor escándalo de corrupción en el fútbol mundial, donde Estados Unidos guardaba sus propios intereses. Pese a que vive en Nueva York, su vida está restringida y a la espera de una condena. Su familia lo visita esporádicamente, y sus amigos del poder ya no están. 


			Argentina, un país futbolero por excelencia, no quedó exenta de casos de corrupción en este deporte. El 18 de diciembre de 2018, Pablo “Bebote” Álvarez —ex jefe de la barra brava de Independiente—declaró seis horas ante el fiscal federal de Lomas de Zamora Sebastián Scalera y pidió ser arrepentido bajo la actual ley. En esa extensa confesión, expuso diferentes maniobras de fraude hacia la sede encabezadas por Hugo y Pablo Moyano, presidente y vicepresidente del club. Habló de acuerdos económicos para financiar a la barra brava, de extorsiones a directores técnicos, al plantel y a jugadores del equipo, de negocios de las empresas del clan Moyano con Independiente, de listados de socios que nunca abonaron sus cuotas pero que figuraban como tal, entre otras cosas. 


			Esta confesión plantea otra discusión en torno a la ley del arrepentido. La justicia de la provincia de Buenos Aires interpreta que la normativa no aplica a su jurisdicción porque se trata de una norma nacional. Entonces, la jueza Brenda Madrid aplicó sobre el pedido del ex barra brava una convención que figura en el Código Penal según la cual se toman como válidos sus dichos, pero el beneficio recién lo obtendrá en caso de recibir una condena ante un juicio oral. 


			En 2018, la figura del arrepentido se convirtió en la vedet de los tribunales federales. Por los pasillos de Comodoro Py, se vio algo inédito: los principales referentes del empresariado argentino negociando para obtener un beneficio, esencialmente la libertad, y a cambio admitían haber sido parte de un sistema corrupto. Este mecanismo alcanzó a exfuncionarios kirchneristas que sorpresivamente dieron validez al relato que comenzó con ocho cuadernos.


			El primer imputado colaborador de la causa conocida como los cuadernos de las coimas fue el remisero Oscar Centeno, aquel que como chofer de Roberto Baratta —mano derecha de Julio de Vido— detalló la entrega de dinero por parte de distintos empresarios a funcionarios del entonces Ministerio de Planificación Federal, algo que el juez Claudio Bonadio calificó como una “maquinaria de corrupción que a nivel nacional se instaló desde el comienzo mismo de la presidencia de Néstor Kirchner permaneciendo enquistada en nuestro país sin solución de continuidad durante más de doce años”. 


			La causa tuvo otros protagonistas. Abogados de los más renombrados estudios se agolpaban en la puerta del cuarto piso, donde se encuentra el juzgado de Bonadio, que en poco tiempo se convirtió en el juez más odiado por muchos y más valorado por otros. Las largas esperas permitieron reunir, en aquel estrecho pasillo en el que la incertidumbre era el común denominador, a letrados que buscaban la excarcelación con quienes, en una jugada anticipada, pedían que sus clientes no fueran presos. 


			Observábamos que las escaleras que unen el cuarto piso con el quinto funcionaban como un código inherente a la causa. Entonces sucedía lo siguiente: el imputado que subía los veinticinco escalones hacia la fiscalía de Carlos Stornelli prontamente se convertiría en un colaborador de la Justicia. Comenzaba así la cuenta regresiva para su liberación, y comenzaban los debates más descarnados sobre la ley que los convertía en arrepentidos. Algunas de las voces más representativas de la causa que buscamos reconstruir son las de Oscar Centeno, Juan Carlos de Goycochea, Juan Chediack, Ángelo Calcaterra, Claudio Uberti, Ernesto Clarens, José López, Carlos Gellert, Víctor Manzanares, el fiscal Carlos Stornelli, el juez Claudio Bonadio y el empresario que no se arrepintió, Gerardo Ferreyra. 


			Fuera de este expediente, un caso resonó en los Tribunales de Comodoro Py. Impensado por el vínculo que tuvo con Ricardo Jaime, el exsecretario de Transporte kirchnerista Manuel Vázquez fue el primer caso que, como un juego de palabras, se convirtió en el “arrepentido que se arrepintió de arrepentirse”. Acusado de corrupción en una causa vinculada a Odebrecht, la firma brasileña protagonista del Lava Jato, el señalado testaferro de Jaime se presentó ante el fiscal Franco Picardi y contó cómo se recibían las coimas en la oficina de la Secretaría de Transporte, implicando también a Iecsa, entonces propiedad de Ángelo Calcaterra, primo del presidente Mauricio Macri. Suministró más detalles de montos y de cómo funcionaba la estructura delictiva. 


			Esta confesión fue en febrero. Vázquez buscaba mejorar su situación y la de su familia, mientras el juez Marcelo Martínez De Giorgi debía resolver la situación procesal de todos los imputados. Ahora bien, la resolución del magistrado se conoció el 16 de abril, cuando aún no se había celebrado la audiencia de homologación que se requiere para que un acusado sea considerado oficialmente como arrepentido. El juez dictó la falta de mérito para los empresarios y para los hijos del presunto testaferro de Jaime. 


			Entonces, el 23 de mayo el exsecretario, que se encontraba en prisión domiciliaria denunció que su abogada lo había llevado bajo presión ante la fiscalía y nombró un nuevo abogado, no sin antes “arrepentirse de haberse arrepentido”. Todo su relato fue desestimado. Sin embargo, el fiscal Picardi ya había corroborado, previo a esa audiencia, muchos de los hechos. 


			Antes estos casos las voces a favor y en contra de la ley son muchas. Algunos creen que el Estado se sienta en una mesa a negociar con aquellos que violaron la ley que ese Estado obliga a cumplir, y otros consideran que Argentina necesitaba esta herramienta y que si bien su texto es perfectible, aplauden su implementación. La pregunta que queda latente, sin embargo, es si la ley del arrepentido plantea más interrogantes que soluciones.


		




		

			HORACIO PAINO. UNA VOZ INESPERADA (1975)


			Era verano de 1976, el destino de la Argentina estaba sellado. En un clima de asesinatos casi a diario, pero con las guerrillas prácticamente diezmadas, las Fuerzas Armadas, cuyo plan incluía la detención clandestina de militantes de izquierda y opositores, esperaban el momento oportuno para derrocar el gobierno de Isabel Perón. La cárcel de Villa Devoto, emplazada entre las calles Bermúdez y Nogoyá del señorial barrio de la ciudad de Buenos Aires, se convirtió en uno de los centros de detención utilizados por la cúpula militar. 


			Su longitud era de tres cuadras de largo por una de ancho, y sus paredes de aspecto lúgubre desentonaban con el resto de la edificación circundante. Cada planta constaba de veintitrés celdas con camas marineras, enfrentadas a través de un largo pasillo en el que los barrotes color marfil delimitaban los reducidos espacios. Los reclusos, además, contaban con el sector de las duchas y baños, de iguales condiciones precarias, algo propio de una cárcel que siempre estuvo signada por el hacinamiento.


			En ese penitenciario federal, en el pabellón número uno, estaba alojado Horacio Salvador Paino, un exmilitar que, con sus 50 años y en las condiciones más insalubres, acostumbraba a escribir con birome, en hojas de cuaderno y siempre con letra imprenta, las presentaciones que realizaba ante la Justicia. Acusado de adulteración de documento público y estafa por orden del juez José Méndez Villafañe, se encontraba con prisión preventiva. Enfrentaba otra causa por falsificación de órdenes de compra en el Ministerio de Bienestar, que conducía José López Rega, y fue decisión del entonces juez de sentencia León Arslanian dejarlo tras las rejas. 


			Por ese entonces, Horacio Salvador Paino ya era un militar retirado, y aseguraba tener información sobre la creación y el accionar de la Alianza Argentina Anticomunista (Triple A), organización a la que se le atribuyen más de dos mil muertes y cuyos responsables, aún hoy, siguen siendo juzgados en los tribunales federales. La causa comenzó el 11 de julio de 1975 por la denuncia del abogado Miguel Radrizzani Goñi y quedó a cargo del juez federal Teófilo Lafuente. 


			Dos meses después de radicada la denuncia, el exmilitar fue trasladado a los tribunales federales para declarar como testigo ante el juez. Allí desnudó una macabra organización, que, según su testimonio —algo que la historia confirmaría tiempo después—, fue encabezada por López Rega. “Él proporcionó nombres de personas que merecían su confianza para que cubriera el diciente los distintos cargos del organigrama”, y continuó apuntando contra el entonces ministro: “López Rega colocó en cada casillero los nombres de las personas, dicho conjunto de personas estaba destinado a llevar a cabo atentados conforme órdenes que recibía de López Rega a través de Jorge Conti”. Más adelante, señaló que de este último recibió la orden de asesinar al diputado Rodolfo Ortega Peña (Partido Justicialista) y que, al negarse, decidió dejar su trabajo en el Ministerio de Bienestar Social.


			El tiempo transcurrió y se inauguró un nuevo año, uno de los más trágicos de la historia argentina: 1976. Aquel no sería cualquier febrero. En los primeros días del mes, cuando aún nadie se imaginaba la sangrienta historia que se comenzaría a escribir tan solo semanas después, Paino, después de atestiguar ante la Justicia, daría más detalles. Un testimonio demoledor para algunos y delirante para otros se escucharía ante la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados presidida por Domingo López (Frente Justicialista de Liberación) e integrada además por Antonio Troccoli (UCR), Arturo Ruiz Villanueva (FREJULI) y Rafael Marino (Partido Intransigente). Todos ellos se trasladaron al penitenciario el 5 de febrero de 1976, fecha que los diarios registraron como un caluroso jueves atravesado por la tensión y el alboroto propios de la Argentina de aquellos años. 


			El exmilitar que se atribuía la fundación de las “Tres A” quiso hablar y declaró ante la Comisión, que lo interrogó en el mismo lugar donde se encontraba detenido. En esa extensa confesión, dijo que José López Rega, por ese entonces ministro de Bienestar Social, le había propuesto crear la Triple A. “Sentí renacer en mi interior las gloriosas horas del Colegio Militar y las inolvidables clases de adoctrinamiento nacionalistas brindadas por el escritor Gustavo Martínez Zuviría”, escribió en su libro Historias de la Triple A. Fue ese sentimiento el que, según él, lo impulsó a hablar, no así a retractarse de sus orígenes políticos ni de los de sus superiores.


			Después de aquella primera presentación ante la Comisión legislativa, Paino fue invadido por otro sentimiento, que contrastaba con la liberación que buscaba experimentar. Entonces comenzó a temer por su vida. “Estimado diputado Jesús Porto”, iniciaba la carta que de puño y letra remitió. “Le ruego saque varias copias fotográficas de la carta que le adjunto y la distribuya entre los periodistas para su publicación. Aquí estoy en Devoto pasando horrores post mi denuncia; si no conseguimos mi traslado, no creo que pueda resistir mucho más. Me han tenido quince horas encerrado en un locutorio lleno de frío, de insectos y de mugre”. Así, solo en tres párrafos, dejó expuesto su miedo a ser víctima de represalias que podría tomar la organización que él había denunciado.


			Las medidas de seguridad fueron extremas, pero sus condiciones, infrahumanas. El exmilitar fue llevado a una celda de aislamiento en el entrepiso de Devoto, con compartimiento para una sola persona. La puerta que lo alejaba de todo y que pretendía brindarle seguridad contaba con un doble cerrojo y un pasadizo que se corría desde afuera y que servía para que el guardia pudiera observarlo en cualquier momento del día o de la noche. Era el sistema de vigilancia en aquel entonces. Esta medida se comunicó por la vocería del penal, que señaló que se había adoptado por “razones de seguridad”.


			Esas cuatro paredes que le asignaron como una suerte de refugio lindaban con las instalaciones sanitarias, de modo que no había necesidad de conducirlo a los baños comunes, donde podía correr algún tipo de riesgo. Para acceder a la galería, había que traspasar tres puertas blindadas, cada una con un pasador de hierro y candado. Los guardias se turnaban allí las veinticuatro horas para evitar que alguien vulnerara la seguridad. También había disposiciones especiales respecto a la comida y el agua que le proporcionaban, según relatan los diarios de la época.


			Las aguas ya estaban revueltas, y el argumento que utilizaron los militares para desestimar el relato de Paino fue un informe médico forense de agosto de 1971 presentado ante la Justicia en una de las causas por defraudación que afrontaba. Las palabras allí volcadas no lo dejaban bien parado. “Horacio Salvador Paino es un alienado, demente en el sentido jurídico. Revistiendo su alteración mental la forma de síndrome delirante. No tiene criterio para discernir ni capacidad para delinquir situación esta que existía al momento de la comisión de los hechos. La subordinación de la voluntad ante el imperativo de sus interpretaciones delirantes obliga a su internación”. 


			Solo dos años más tarde, el 28 de junio de 1973, otra junta médica reflejó un panorama distinto. El mismo Paino, durante su época de protección por haber confesado ante la Comisión Investigadora, remitió las conclusiones de aquella pericia —a través de una de las tantas cartas que escribió— al diario Crónica. “Se dictaminó que no padezco ni padecí enfermedad mental alguna”. El informe sostenía que “Paino tiene el uso y goce de sus facultades mentales, razón por la cual se lo consideró penalmente imputable”.


			Para reforzar este planteo, Emiliano Rodríguez Graham, integrante del Servicio Penitenciario Federal, dijo en 1975: “No hay pruebas de que Paino sufriera alteraciones mentales. Su legajo fue quemado hace dos años, cuando los internados tomaron la unidad. Estaba acusado de hurto y defraudación. Entró en junio del 71 y salió en junio del 73, amparado por el Decreto 2050 del Poder Ejecutivo a cargo de Héctor Cámpora, que puso en la calle a muchos delincuentes comunes. Nosotros no sabemos nada de sus alteraciones mentales. Para nosotros era un delincuente común”.


			Lo que nadie imaginaba era que esa persona cuyo informe estaba en el expediente de hojas amarillentas tras más de cuarenta años sería en aquel momento el testigo clave para una de las causas emblemáticas que involucraban al mismísimo López Rega. Para 1975 Paino había regresado a la cárcel por delitos vinculados a la defraudación. Sin contar con una ley que lo amparase, fue considerado un arrepentido y, en su condición de detenido, se tomaron resguardos como si fuera un testigo protegido, una figura con la que el país contaría veintisiete años después, en plena democracia. 


			Sus palabras arrojaron luz sobre el caso de la organización terrorista conocida como la Triple A, que hasta entonces era un enigma o, más bien, un secreto a voces. 


			Primero como testigo en 1975 y después como imputado, el exmilitar admitió haber organizado por orden de López Rega esa asociación criminal, y reconoció que le habían encargado el asesinato del diputado Rodolfo Ortega Peña (Partido Justicialista). Fue ese —según sus dichos—su punto de inflexión, el momento en el que decidió su desvinculación de la organización. 


			Su relato, además de incluir un organigrama dibujado prolijamente a mano con la estructura, los integrantes y las funciones de la Triple A, contó con otros datos: dijo haber visto una lista de las personas que la Triple A ejecutaría. En ella figuraba el nombre del padre Carlos Francisco Sergio Mugica.


			Para referirse a la génesis de aquella estructura criminal, Paino aseguró haber sido convocado en 1973 por el señor Jorge Conti, entonces asesor de relaciones públicas y prensa del Ministerio de Bienestar Social, quien “me encomendó la inmediata formación de un organismo dinámico de seguridad invocando el nombre del titular del organismo, José López Rega”, que en aquel entonces se encontraba prófugo de la Justicia. El exmilitar confesó 300 operaciones con un saldo no menor a los 2.000 muertos. La mayoría de ellos fueron calificados como “izquierdistas”. La Justicia, en el añejo expediente, conserva sus datos: cuando se fundó la Triple A llegaron a ser 154 personas quienes la integraban, aunque sufrieron una baja de unos diez muertos durante los operativos. El presupuesto era de 50.000 dólares y se recogía armamento en la frontera de Paraguay con Brasil. 


			Luego de la declaración, que por aquel entonces ya era conocida públicamente como el testimonio que desnudó la Triple A, el propio Conti, tratando de quitarle veracidad a su testimonio, manifestó ante la misma Comisión Investigadora que Paino era un “loco” y que lo había conocido cuando estaba internado en el hospital neuropsiquiátrico Borda. Entonces los titulares de los diarios se concentraban en esta disputa: “Paino, ni loco ni delincuente”, “Estoy viviendo horrores”, “Mi marido era hombre de confianza de Conti y López Rega ¿cómo puede decirse que es loco?”, “Cuerdo o demente”.


			Entre fines de 1975 y mediados de 1976, “antes y después del golpe del 24 de marzo, el juzgado 3 de Buenos Aires corroboró algunas presunciones desgranadas por Paino, pese a que los que ocuparan los casilleros rellenados por López Rega negaran todo y en bloque”, sostiene el historiador Juan Gasparín. En 1979 el exmilitar se encontraba refugiado en Uruguay. En aquel entonces se alojó en el hotel de Walter Meyer, quien lo recuerda como un hombre alto, elegante, que “parecía de esos militares nazis, de unos 50 años, canoso, que nunca se mostró despeinado y que, fuera de la cárcel, siempre estuvo bien vestido, de saco azul, pantalón gris y zapatos negros, con corbata o golilla. Bien educado, con unos conocimientos de historia y política muy vastos”, así lo describió en una nota periodística.


			Huyó a Carmelo. Allí los días transcurrieron entre el casino, los paseos, los libros y su familia, que constituyó en el país vecino. Quienes lo conocieron entonces recuerdan que manejaba un importante caudal de dinero sin explicarse de dónde provenía, ya que hacía muy poco tiempo había dejado el penal de Devoto. Entretanto, José López Rega, “el Brujo”, llevaba años prófugo de la Justicia, pero las principales acusaciones en su contra se armaron basándose en el testimonio de Paino.


			El 28 de noviembre de 1983 el exmilitar fue detenido en Montevideo por orden del juez federal argentino José Nicasio Dibur; sin embargo, la justicia uruguaya negó el pedido de extradición. Raúl Alfonsín ya era el presidente de una Argentina que había retornado a la vida democrática. En Uruguay, un periodista entrevistó al principal arrepentido de la causa sobre la organización. En ese marco le preguntó: “El presidente Raúl Alfonsín estuvo también inscrito en la famosas listas negras de la Triple A. ¿Usted regresaría ahora que él está en el poder?”.


			La respuesta del denominado “fundador de las Tres A” no mostró ninguna expresión de duda: “Él puede haber sido amenazado por estar más a la izquierda que el líder radical de entonces, Ricardo Balbín, pero jamás fue un comunista. En cuanto a mi regreso a la Argentina, ahora no tengo ningún interés, ya estoy procurando mi residencia definitiva en Uruguay, estoy casado con una uruguaya y tengo un hijo uruguayo”. Por entonces se encontraba escribiendo las últimas páginas del libro en el que buscó plasmar todo lo denunciado ante la justicia.


			Fue considerado uno de los arrepentidos centrales de la investigación que siempre llevó el número de expediente 6511. Sin embargo, él no se arrepintió de sus convicciones y admitió ante la prensa uruguaya que “faltó valentía para discutir los problemas del país en torno de una mesa”. El historiador Juan Gasparín, en su libro La fuga del Brujo, respalda esta idea: “Lo grave para el Brujo es que Paino no era un arrepentido ni un adversario, sino un disidente que coincidía con el pensamiento antiterrorista de su ministro al que estando en la cima de su poder le remarcó haberse desviado. Paino se echó atrás porque la AAA se había escindido del verdadero nacionalismo, pero no era un resentido”.


			Para el Poder Judicial y para el Poder Legislativo, Horacio Salvador Paino era, efectivamente, en términos legales, un arrepentido, y sus dichos fueron la columna vertebral de las acusaciones contra López Rega y de su pedido de extradición tras el regreso de la democracia. 


			El caso de la Triple A es uno de los que más años acumula en la Justicia federal. Abierta en 1975, tuvo un primer cimbronazo en 1984, cuando cayó detenido el torturador de la inteligencia militar Aníbal Gordon junto con su banda. A este suceso se sumó, a finales de los ochenta, el pedido de extradición de López Rega, que se encontraba prófugo en Estados Unidos. 


			La investigación aún conserva capítulos abiertos bajo el número de causa 6511. Durante décadas y décadas, sumó más de cincuenta cuerpos, cientos de declaraciones, miles de documentos y una inmensa cantidad de prueba. En 2006, el entonces juez Norberto Oyarbide consideró que la causa encuadraba bajo la figura de lesa humanidad y sentenció así su carácter imprescriptible. 


			Para ver el recorrido de una de las causas más sensibles de la historia argentina y los aletargados plazos de la justicia, el calendario nos sitúa en el 28 de marzo de 2016, exactamente cuarenta años después del último golpe de Estado y a cuarenta y un años desde el comienzo de la investigación. 


			Fue entonces cuando la jueza María Servini, en calidad de Tribunal, y el fiscal Eduardo Taiano consideraron la Triple A como una asociación ilícita que “cometió homicidios, privaciones ilegítimas de la libertad y atentados de todo tipo”. En su sentencia, la magistrada terminó dándole la razón a Paino, cuyo testimonio tuvo en consideración, y determinó que “la Triple A fue proyectada, materializada, financiada y conducida por agentes públicos, más precisamente por un ministro de la Nación [en referencia a José López Rega]”. En definitiva, entendió que la organización se dedicaba a asesinar a “izquierdistas”, según el relato del principal arrepentido de la causa. 


			Historia de la Triple A, el libro que Paino escribió en Uruguay, fue publicado en agosto de 1984. Entre las palabras de su prólogo sobresale una conclusión autobiográfica de lo que representó su testimonio: “Yo pagué por lo mío y por lo de algún otro. Me sentiré conforme si lo escrito sirve para aclarar en algo lo sucedido en un pasado más que tenebroso y para impedir que se repitan hechos y acciones que solo sirven para impedir que por fin aparezca la luz en el oscuro cielo de este incierto futuro argentino”. 


		




		

			Alfredo Aldaco. El autocondenado que puso en jaque el menemismo (1994)


			Alfredo Aldaco. 66 años. Exdirector del Banco Nación condenado en un juicio abreviado por lo que fue uno de los mayores escándalos de corrupción de la década de los 90. Hace más de quince años que no habla del tema y asegura no estar en condiciones físicas para charlar sobre algo que aún siente como una herida latente. “Para mí, el acto en sí fue imperdonable. Traté muchos años de suavizar mi culpa”, manifestó disculpándose.


			El país estaba siendo gobernado por Carlos Saúl Menem. No lo avizoraban ni él ni sus colaboradores, pero el hecho —uno de los casos de corrupción más emblemáticos desde la vuelta a la democracia— desencadenó una tormenta que dejaría un tendal de hombres del poder procesados, detenidos, y hasta impulsó a otros a quitarse la vida. 


			Era junio de 1993. El Banco Nación lanzaba el llamado a licitación del denominado Proyecto Centenario, que tenía como objetivo la modernización de su sistema informático. Los directores acordaron con el vicepresidente de operaciones de IBM Argentina S. A., Gustavo Soriani, que este plan, que demandaría 250 millones de dólares, sería adjudicado a la empresa a cambio del pago de dádivas. Así lo entendería la justicia años más tarde al corroborar la maniobra.


			Santiago Pinetta desató el escándalo. Hoy mendiga en los subterráneos porteños. El paso de los años se advierte en su aspecto: una mezcla de mendigo y de hombre rebelde al sistema contra el que luchó desde su profesión, que siempre concibió como periodismo independiente. Cuando ejercía la profesión escribió La nación robada. Fue el primero que, luego de años de investigación, se animó a hablar del escándalo de IBM-Banco Nación.


			Con sus escritos en mano llegó al quinto piso de los tribunales de Comodoro Py. Entró al despacho de un fiscal amigo. Le contó lo que había investigado, y la respuesta fue tan inmediata como inesperada: “Es preferible que rompas esto o vas a terminar en la Chacarita”. Por ese entonces, ningún medio de comunicación quería hacerse eco de lo que él había volcado en esas páginas. Y algunos afirman que el gobierno compró todos los ejemplares para sacarlo de circulación. Fue entonces cuando decidió radicar la denuncia. Al menos por un tiempo, el primer gran aquelarre de la era menemista tendría su nombre en la carátula del expediente. La causa recayó en el juzgado del entonces juez Adolfo Bagnasco, quien con paso cansino inició una investigación penal.


			En mayo de 1997, el magistrado procesó por cohecho y ordenó la detención del expresidente del Banco Nación Aldo Dadone, un hombre muy cercano al por entonces ministro Domingo Cavallo. De IBM Argentina, a Ricardo Martorana; de los exdirectivos del Nación y de IBM, a Alfredo Aldaco y a Gustavo Sorian, y al ex subsecretario general de la Presidencia Juan Carlos Cattáneo.


			Ante esa decisión, Aldaco no sabía qué hacer. Estaba angustiado por la situación y se mantuvo prófugo veinticuatro horas. Durante ese tiempo, el miedo se apoderó de él. No se imaginaba estar tras las rejas, mucho menos que su familia enfrentase esa situación. Era economista, hijo de un portero de la Cancillería y diplomático de carrera. Fue Juan Schiaretti quien lo sedujo para trabajar como director en el Banco Nación con Aldo Dadone, y hoy su nombre figuraba en los titulares de los principales diarios del país no por su destreza en a las relaciones internacionales, sino como parte de una estructura de corrupción.


			Al día siguiente, notablemente quebrado se presentó en el juzgado. “Soy Aldaco. Me vengo a entregar”. En ese momento quedó detenido y fue trasladado a la cárcel de Devoto, donde permaneció 57 días en un pabellón común de trabajadores, hasta que la Cámara Federal anuló los procesamientos y los pedidos de captura. Argumentaron que no había nuevas pruebas y, entonces, revocaron los procesamientos por coimas y solo dejaron el delito de defraudación.


			El exdirector del Banco Nación fue quien más tiempo permaneció encerrado. Martorana, después de estar prófugo unos días, se entregó y luego salió en libertad. Cattáneo, Soriani y Dadone estuvieron prófugos hasta que se levantó la orden de captura que había en contra de ellos. La causa salpicaba directamente al presidente Carlos Menem, que trató de desligarse de los hechos a través de un escrito presentado en la justicia. 


			Tras recuperar la libertad, el exfuncionario regresó a los tribunales. Estaba dispuesto a colaborar con la justicia. Tenía claro que no podía volver a la cárcel. Pensaba en su familia, y el hecho de no poder mirarlos a los ojos (sobre todo a sus hijos y a su padre) lo atormentaba. Sentía que los había defraudado. 


			Pero recién en abril de 1998, cuando el juez Bagnasco lo llamó a indagatoria, se presentó en el cuarto piso de los tribunales de Retiro. Entonces, como si se tratara de una presentación más, entregó un escrito por consejo de sus abogados. Allí negó su responsabilidad en la causa y puso a disposición de la Justicia el dinero de una cuenta en Suiza, cuya titularidad compartía con su mujer y sus hijos. Sin dar mayores precisiones, estaba empezando a virar la estrategia pensada por sus defensores de sostener su inocencia. La causa ya llevaba cuatro años, y la culpa lo carcomía día a día. Nadie lo imaginaba, pero internamente Aldaco ya se había condenado.


			Era consciente de que no podría ocultarlo mucho más. El magistrado había estado en Suiza. Durante ese viaje comprobó que los fondos de esa cuenta provenían de giros realizados por la empresa CCR, la subcontratista de IBM a través de la cual se habría canalizados los veintiún millones de dólares pagados como coimas para obtener el contrato.


			Un giro en su vida pública estaba a punto de ocurrir. Ya lo había resuelto. Con el cuerpo cansado y el rostro totalmente devastado de tanto negar los hechos, tomó una drástica decisión. Tras salir de la indagatoria en el cuarto piso de comodoro Py, ya en la calle, por primera vez ante la prensa reconoció su culpabilidad. En el portón del edificio, una importante cantidad de periodistas lo esperaba. El escándalo era de dimensiones impensadas. “¿Es inocente usted?”, le consultó un cronista. No hubo pausa, no hubo especulación, ni siquiera lo intentó. En un tono firme de voz, se escuchó su respuesta: “No”. Contundente, Aldaco se confesó ante el periodismo en contradicción con lo dicho en el juzgado. Su planteo continuó, y, ante la sorpresa de sus interlocutores, agregó: “No voy a eludir la justicia”. Inmediatamente después uno de sus abogados abandonó la defensa. 


			Otro exdirectivo, Genaro Contartese, siguió la misma línea de Aldaco y, buscando mejorar su situación, admitió en la justicia haber recibido un “reconocimiento” (para no decir “coima”). 


			Su justicia después se escucharía en la justicia con lujo de detalles, pero no fue el único lugar en el que habló Aldaco. Fue convocado por la comisión investigadora de la Cámara de Diputados sobre el escándalo IBM-Banco Nación. El exfuncionario no se guardó nada y apuntó fuerte contra un ministro: “Cavallo dio instrucciones precisas al expresidente del Banco Nación Dadone para que se llevara adelante un contrato informático direccionado y fraudulento”. Arremetió: “Cavallo es como el llanero solitario: por la mañana sale en defensa de la gente y por las noches usa el mismo antifaz para cometer ilícitos”. Su tono era firme. Había en sus palabras convicción, aunque, posiblemente, aún no dimensionaba el impacto de sus dichos. 


			Por pedido del oficialismo, la convocatoria fue pública. Y como si se tratara de una cadena nacional, fue transmitida por diversos medios de comunicación. Al escuchar las palabras del exdirectivo, los legisladores quedaron en shock, no esperaban ese nivel de detalles, el ventilador se había encendido. Ante la comisión, Aldaco reconoció haber recibido tres millones de dólares de sobornos. Públicamente dijo: “Pido disculpas a la sociedad. Pero aún hay que averiguar qué ocurrió con los otros diecisiete millones de dólares que faltan por el pago de dádivas”. Si bien su foto empezaría a ser la cara visible de la corrupción en la era menemista, sintió alivio. La única forma de enmendar lo que había hecho y volver a empezar era devolver al Estado lo que era producto del delito. Y pedir perdón. 


			Meses más tarde, el 4 de octubre de 1998, el empresario Marcelo Cattáneo, hermano del ex subsecretario general de la Presidencia Juan Carlos Cattáneo, también procesado en la causa, apareció colgado de una cuerda de nailon en una construcción ubicada detrás de un pabellón de Ciudad Universitaria, en Buenos Aires. Había sido acusado por Alfredo Aldaco y Genaro Contartese de haberles ofrecido sobornos a cambio de obtener el contrato entre la entidad e IBM para la provisión del software.


			Habían pasado diez años desde el inicio de la investigación. La causa parecía estar en punto muerto cuando, en 2004, el entonces juez Guillermo Montenegro, que había quedado a cargo del juzgado tras la renuncia de Bagnasco, elevó la causa a juicio oral. La elevación había sido solicitada dos años atrás por el fiscal Carlos Cearras.


			El proceso judicial pasó por un camino laberíntico. No solo cambió de jueces, sino que pasaron varios presidentes por el país mientras la causa avanzaba con notorio letargo. Fue en noviembre de 2009, quince años después del escándalo IBM-Banco Nación, cuando Alfredo Aldaco acordó con la fiscal Sabrina Namer un juicio abreviado reconociendo su responsabilidad por los hechos. Notablemente angustiado y con un tono de voz quebrado, le refirió al personal de la fiscalía: “No encuentro justificación alguna para mi pasada conducta, puesto que tenía la cultura, la educación y la ideología necesaria para haber rechazado cualquier tipo de oferta. Probablemente, no tenía el poder para frenar, más allá de lo actuado. Ni la forma de elegir el proyecto ni a los participantes, pero sí pude haber dicho simplemente que no, y renunciar al cargo que por entonces ocupaba”. 


			Por ese entonces habían pasado muchos años, y Aldaco aún no encontraba una razón lógica para su accionar. Quería arrepentirse ante una justicia que no contaba con una ley del imputado colaborador. Él mismo se había impuesto el castigo. “Durante este tiempo me acompañaron sensaciones de vergüenza, dolor y, fundamentalmente, arrepentimiento. La única forma que encontré para enmendar lo actuado fue someterme a la justicia de la forma más transparente posible, devolver todo el dinero depositado en el exterior, trabajar dignamente, reiniciar mi vida y tratar de ser cada día mejor persona”. Aquellas palabras aún son recordadas en los tribunales federales.


			Durante la audiencia, el exdirectivo del banco se dirigió a la fiscal Sabrina Namer, mirándola con firmeza a los ojos y reafirmando su responsabilidad de los hechos.


			Acongojado por los sucedido y visiblemente emocionado, explicó: “Cuando se dictó la prisión preventiva, me presenté inmediatamente. Se me ofreció desde ir detenido a Gendarmería hasta una prisión domiciliaria. Simplemente solicité ir donde iban todos los procesados en mi condición”. 


			El penal de Villa Devoto fue el lugar de reclusión durante 57 días. En ese período le prohibió a su entonces abogado que presentara cualquier recurso para obtener la libertad. Por ello, quienes rememoran aquella sentida exposición sostienen que Aldaco ya se había condenado a sí mismo. Pese a su determinación de seguir preso, la Cámara federal porteña les concedió la libertad a él y a otros imputados. “A fines de julio de 1997, en el momento en que estaba siendo liberado, solicité que se me dejara detenido. Se me dijo que el tema estaba terminado, que me olvidara”, contó aquel día. 


			Para Alfredo Aldaco ese fue el punto de inflexión en su vida: “En ese momento, la única respuesta que pensé que podía darle a la sociedad fue no salir de mi domicilio durante seis años, salvo para ir a trabajar. En ese lapso no pisé ni un restaurante, cine o espectáculo artístico o deportivo. Nunca me fui de vacaciones, ni participé en acontecimiento social alguno. Absolutamente nada durante seis años (el monto máximo de la pena por cohecho). Solo los sábados practicaba fútbol con mis amigos para luego volver a mi domicilio. No solo me puse preso, sino que, sin quererlo, incluí en ese encierro a toda mi familia”.


			Los ojos se le llenaron de lágrimas en ese momento. Para él, su familia era lo más preciado. Ellos acompañaron su decisión sin reproche alguno y aceptaron como propia una acción de la que eran totalmente ajenos. Prácticamente no podía mirar a los ojos a sus hijos mientras el proceso continuara inconcluso. 


			En su alegato, como un camino hacia la redención que persiguió durante más de una década, agregó: “Instruí para que se devolviera todo el dinero existente que, por otra parte, jamás había usado. Por lo cual regresó a la Argentina sin restricción alguna. Pedí perdón públicamente y volví lentamente a insertarme en la sociedad argentina sabiendo que tenía, además de los derechos y obligaciones de cualquier ciudadano, la exigencia personal adicional de reparar, cada vez que me fuera posible, el delito que cometí”.


			Fue entonces cuando hizo una pausa, respiró profundamente y, nuevamente dirigiendo su mirada a la fiscal, dijo con una fuerte convicción: “Doctora, me siento hoy mucho mejor persona que hace quince años. Recuperé valores y entendí en profundidad los dichos de mi esposa: ‘La honorabilidad no es un bien de consumo’. Quedo a disposición suya y del Tribunal para cualquier tarea o acción que permita seguir reparando mi deuda con la sociedad”. En ese momento, todos los presentes quedaron conmocionados frente a su confesión. 


			Seis meses más tarde de la firma de aquel juicio abreviado en el que reconoció su responsabilidad a cambio de una pena y el decomiso de dinero, el 12 de mayo de 2010 el Tribunal Oral Federal 3 homologó las condenas acordadas entre los acusados y la fiscal Sabrina Namer. Aldaco fue condenado a la pena de tres años de prisión en suspenso e inhabilitación perpetua para ejercer la función pública como coautor de defraudación y cohecho.


			Quienes trabajaron en el proceso judicial afirman que lo importante en ese momento fue lo que contó Alfredo Aldaco, qué le había pasado y cómo lo había vivido personalmente. A la fiscal le parecía importante que eso estuviera plasmado en el acta, algo inédito en ese tipo de juicios. Con el reconocimiento de los hechos se pudo negociar una recuperación de activos que surgió a partir de la investigación patrimonial que hizo la fiscalía para detectar los bienes y el dinero que estaba en las cuentas, que se puso como parte del pacto.


			“La declaración fue creíble”, afirman hoy quienes participaron de aquella audiencia. Recuerdan a un Alfredo Aldaco “totalmente angustiado por toda la situación. Para él fue una liberación hablar. Había gente monitoreando el abreviado y, cuando lo escucharon, quedaron totalmente movilizados. Fue muy fuerte porque él contó que estuvo a punto de suicidarse y que no podía mirar a la cara sus hijos cuando empezaron a salir las denuncias”. Entonces lo que manifestó se incluyó como parte del texto, algo pensado para la ocasión ya que no estaba regulado en ningún lado. Ni siquiera se había hecho en otra oportunidad.


			Los años no aliviaron el peso de sus acciones. El transcurso de aquellos meses, hasta concluir el proceso, se había convertido en una especie de viacrucis. Allegados a él aseguran que durante muchos años estuvo muy acongojado y que él mismo se condenó. Entregó toda la plata que tenía a la justicia y se encerró. Decía que merecía una pena y que se la administró él mismo. Casi podría emular la película El secreto de sus ojos, que cuenta la historia de un hombre que mantuvo más de veinte años encerrado en un pequeño granero al asesino de su esposa. El hombre (interpretado por el actor Pablo Rago) le había administrado lo que consideraba “justicia”. En este caso no hablamos de asesinatos, ni justicia en manos de terceros, aunque la realidad superó la ficción. 


			Veintidós años le llevó a la justicia poner punto final a la causa, luego de que la Corte Suprema rechazara algunos planteos. Uno de los mayores escándalos de corrupción del gobierno menemista daba vuelta la página en la justicia sin detenidos porque las penas de los condenados fueron todas en suspenso. El que más días pasó en prisión fue Aldaco.


			Muchos sostienen que la justicia tardía no es justicia. El tiempo suele ser indicador de la eficiencia, y muchas veces la explicación de cómo el poder político incide en el judicial y viceversa. Dos décadas después del inicio de la causa, su denunciante, Santiago Pinetta, está sin trabajo y vive de la limosna que recoge en las estaciones de subterráneo de Buenos Aires. 


			El exdirector del Banco Nación Alfredo Aldaco se arrepintió de sus delitos cuando aún no había ley del arrepentido, al menos para este tipo de delitos. Tal vez su suerte hubiera sido otra. Está bajo tratamiento médico prolongado y se mantiene lejos de la vida de gran exposición mediática que una vez supo tener. Prefiere el bajo perfil. La lentitud del proceso judicial fue mitigando su culpa. Si bien está libre, se recluyó, casi como en un juego de premios y castigos después de reconocer los hechos ante la justicia, entre cuatro paredes para remediar su error. Sin embargo, hoy se esperanza porque siente que cumplió su pena con la justicia y la sociedad al devolverles lo robado. En un breve intercambio, vuelve a pedir disculpas por no satisfacer nuestra consulta, pero reitera que “todo lo dije ante la justicia. Mi alegato final es mi sensación personal”. Después de muchos años, la herida sigue abierta.
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